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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: JOSE M. DELGADO OCANDO
 

Mediante oficio nº 6071 de fecha 23 de febrero de 2000, el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas,  remitió a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, el expediente nº 3937 de la nomenclatura de dicho órgano jurisdiccional, contentivo de la acción de amparo constitucional sobrevenido interpuesta por el abogado Luis Alfredo Venot Quijada, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el nº 36.930, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma UNIDAD EDUCATIVA CIMIENTOS, contra los autos dictados en fechas 1º y 6 de diciembre de 1999 por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas.

 Tal remisión se efectuó en virtud del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia dictada en fecha 26 de enero de 2000, mediante la cual se declaró inadmisible la referida acción de amparo.

 

En fecha 25 de febrero de 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO. 

 

En fecha 14 de marzo de 2000, el abogado Luis Alfredo Venot Quijada, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma personal accionante, presentó escrito informativo sobre la apelación incoada.

 

Cumplida la tramitación legal del expediente, pasa esta Sala a dictar sentencia, previas las siguientes consideraciones:

 

I 

ANTECEDENTES

 

 


1.- Mediante escrito de fecha 18 de septiembre de 1998, la ciudadana MAGDA DEL ROSARIO RADA SUAREZ, titular de la cédula de identidad nº 11.690.862, solicitó por ante el Juzgado Octavo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, la calificación del despido del que fue objeto por parte de la empresa UNIDAD EDUCATIVA CIMIENTOS en fecha 17 de septiembre de 1998.

 


2.- Mediante sentencia de fecha 13 de octubre de 1999, el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, declaró con lugar la solicitud de calificación de despido y, en consecuencia, ordenó el reenganche de la trabajadora, con el pago de los salarios dejados de percibir desde la fecha de su injustificado despido hasta su efectiva reincorporación.

 


3.- En virtud de la apelación incoada por el abogado Luis Alfredo Venot Quijada, representante judicial de la parte demandada contra el fallo antes señalado, el expediente fue remitido al Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, para su posterior distribución. 

 


4.- Conforme al sistema de distribución de causas el expediente fue enviado al Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, el cual mediante auto de fecha 1º de diciembre de 1999 señaló: “Por recibido el presente expediente, se dio cuenta al Juez y a los solos efectos de dictar sentencia se fija dentro de los TREINTA (30) DIAS CALENDARIO SIGUIENTES, la oportunidad para decidir el presente procedimiento de Estabilidad Laboral de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo y la doctrina de casación”.

 


5.- Posteriormente, en fecha 6 de diciembre de 1999, el abogado Luis Venot, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma personal Unidad Educativa Cimientos, presentó escrito de promoción de pruebas, de conformidad con el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo.

 


6.- Producto de la presentación del señalado escrito de promoción de pruebas, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, mediante auto de fecha 6 de diciembre de 1999, negó la admisión de las pruebas promovidas, en virtud de que “...en lo juicios de esta naturaleza, la competencia de la alzada se circunscribe exclusivamente a revisar el expediente y pronunciarse sobre la calificación de despido, sin que esté previsto en esa instancia algún tipo de sustanciación”, conforme al artículo 122 de la Ley Orgánica de Trabajo.

 


7.- En fecha 13 de diciembre de 1999, el abogado Luis Venot, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma personal Unidad Educativa Cimientos, interpuso acción de amparo constitucional sobrevenido contra los autos de fechas 1º y 6 de diciembre de 1999, antes referidos, de conformidad con el artículo 6, numeral 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 


8.- En fecha 14 de diciembre de 1999, el Juez Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas se inhibió de seguir conociendo de la causa, razón por la cual se remitió el expediente al Juzgado Segundo del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.

 


9.- Por último, el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, mediante sentencia de fecha 26 de enero de 2000, declaró inadmisible la acción de amparo sobrevenido.

 

II

 

DEL FUNDAMENTO DE LA 

ACCIÓN DE AMPARO SOBREVENIDO

 

 

El abogado Luis Alfredo Venot Quijada, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma personal UNIDAD EDUCATIVA CIMIENTOS, al interponer la solicitud de tutela constitucional, señaló que el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, al dictar los autos fechas 1º y 6 de diciembre de 1999, le vulneró los derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso, al no permitirle promover pruebas en segunda instancia en el juicio que por calificación despido sigue la ciudadana Magda Rada contra su representada, en contravención del artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

II

DE LA SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, al pronunciarse sobre la acción de amparo constitucional sobrevenido, expuso lo siguiente:

 

1.- Que conforme a la sentencia dictada en fecha 9 de diciembre de 1999 por la Sala de Casación Civil de la entonces Corte Suprema de Justicia, el procedimiento a seguir en segunda instancia en los juicios de calificación de despido, es el previsto en la Ley Orgánica del Trabajo, y no el consagrado en el artículo 59 de su Reglamento General, por ser aquélla de rango jerárquicamente superior a ésta.

 

2.- Que de conformidad con la sentencia de fecha 20 de enero de 2000 dictada por esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (Caso: Emery Mata Millán), las acciones de amparo sobrevenido “no tiene fundamentación jurídica, debiendo declararse inadmisible según la amplia motivación que antecede”.

 

III

DE LA COMPETENCIA

 

Tal como se expuso anteriormente, el presente expediente fue remitido a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en virtud de la apelación interpuesta por el abogado Luis Alfredo Venot Quijada, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma personal UNIDAD EDUCATIVA CIMIENTOS, contra la decisión dictada por el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, la cual declaró inadmisible la acción de amparo sobrevenido interpuesta por la mencionada firma personal contra los autos de fecha 1º y 6 de diciembre de 1999, emitidos por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo del Area Metropolitana de Caracas. 

 

Ahora bien, estima esta Sala necesario, a los fines de determinar su competencia para conocer de la presente acción de amparo, realizar las siguientes consideraciones:

 

 El artículo 6, numeral 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, establece como causal de inadmisibilidad de la acción de amparo constitucional, lo siguiente:



“No se admitirá la acción de amparo:


5.- Cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes.


 En tal caso, al alegarse la violación o amenaza de violación de un derecho o garantía constitucionales, el Juez observará acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la presente Ley, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado”. 

 

 

La disposición antes transcrita consagra una particular forma de interposición de la acción de amparo constitucional, y se refiere, específicamente, a cuando dentro de un determinado proceso judicial se observan irregularidades causadas por las partes, terceros, jueces o algún órgano auxiliar de justicia que amenacen o vulneren  un  derecho o garantía constitucional. (Vid. Hildegard Rondón de Sansó: La Acción de  Amparo  contra  los  Poderes  Públicos, Editorial Arte, Caracas, 1994). Tal criterio fue expuesto en sentencia de la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia de fecha 23 de febrero de 1995, en el caso C.A. Electricidad de Valencia. 

 

Asimismo, los efectos del fallo que recaiga bajo esta modalidad de amparo, se circunscriben únicamente a la suspensión provisional del acto impugnado, y la misma estará sometida al régimen jurídico ordinario de apelación o consulta obligatoria al igual que el resto de las demás modalidades de acción de amparo, conforme a lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

 

Reiteradamente, tanto la doctrina como la jurisprudencia han señalado que los elementos, para que proceda la interposición de esta acción de amparo sobrevenido, son los siguientes:
 
1) Que se trate de violaciones o amenazas de violaciones de derechos y garantías constitucionales, producidas durante la tramitación de un proceso;  

 

2) Que no exista una vía ordinaria para atacar eficazmente en el transcurso del mismo proceso, el nuevo acto, hecho u omisión lesivo de los derechos fundamentales; y 

 

3) Que el presunto agraviante sean las partes, terceros o algún órgano auxiliar de justicia, con exclusión del Juez, dado que respecto de sus decisiones, conocería su superior, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

En este sentido, debe esta Sala reiterar el criterio expuesto en su sentencia de fecha 20 de enero de 2000 (Caso: E. Mata Millán), en la cual se señaló lo siguiente:
 

“Consecuencia de la doctrina expuesta es que el amparo sobrevenido que se intente ante el mismo juez que dicte un fallo o un acto procesal considera esta Sala que es inconveniente, porque no hay razón alguna para que el juez que dictó un fallo, donde ha debido ser cuidadoso en la aplicación de la Constitución, revoque su decisión, y en consecuencia trate de reparar un error, creando la mayor inseguridad jurídica y rompiendo así el principio, garante de tal seguridad jurídica, que establece que dictada una sentencia sujeta a apelación, ella no puede ser reformada o revocada por el juez que la dictó, excepto para hacer las aclaraciones dentro del plazo legal y a petición de parte. Tal principio recogido en el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil está ligado a la seguridad jurídica que debe imperar en un Estado de Derecho, donde es de suponer que las sentencias emanan de jueces idóneos en el manejo de la Constitución, y que por tanto no puedan estar modificándolas bajo la petición de que subsanen sus errores.  La violación a la Constitución que cometan los jueces serán conocidas por los jueces  de  la  apelación,  a menos que sea necesario restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida, caso en que el amparo lo conocerá otro juez competente superior a quien cometió la falta, diferente a quien sentenció u ordenó el acto que contiene la violación o infracción constitucional, en estos casos, los que apliquen los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

Cuando las violaciones a los derechos y garantías constitucionales surgen en el curso de un proceso debido a actuaciones de las partes, de terceros, de auxiliares de justicia o de funcionarios judiciales diferentes  a  los  jueces,  el amparo podrá interponerse ante el juez que 
esté conociendo la causa, quien lo sustanciará y decidirá en cuaderno separado.”.

 

De lo anterior se desprende, que la presente acción por ser intentada contra un pronunciamiento judicial, no encuadra dentro de la calificación de “amparo sobrevenido” alegada por el accionante, sino que la misma se subsume en el supuesto previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, el cual establece lo siguiente:   

 

“Igualmente procede la acción de amparo cuando un Tribunal de la República, actuando fuera de su competencia, dicte una resolución o sentencia u ordene un acto que lesione un derecho constitucional.

En estos casos, la acción de amparo debe interponerse por ante un Tribunal Superior al que emitió el pronunciamiento, quien decidirá en forma breve, sumaria y efectiva”. 

 

 

De la norma antes transcrita se desprende claramente que la competencia para conocer de esta modalidad de acción, corresponde a un tribunal superior al que dictó el fallo accionado en amparo constitucional.
 

En el caso bajo análisis, los autos cuestionados emanan del Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, por lo cual debe forzosamente concluirse que, el Juzgado Superior Segundo-siendo de igual jerarquía al Tribunal emisor de los autos impugnados- no debió conocer del amparo interpuesto, dada su incompetencia en esta materia, motivo por el cual el fallo dictado por el referido Tribunal Superior Segundo en fecha 26 de enero de 2000, debe ser revocado. Así se declara.

 

Ahora bien, como quiera que esta Sala Constitucional, tal como se dispuso en  sentencia de fecha 20 de enero del año 2000, (Caso: Emery Mata Millán), se declaró competente para conocer de las acciones de amparo constitucional contra sentencias dictadas por los Juzgados Superiores, salvo las dictadas por los Juzgados Superiores en ejercicio de su competencia en lo Contencioso Administrativo (Caso: Elecentro), pasa a conocer de la presente acción.

 

IV

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

 

En el caso objeto de la presente acción de amparo, la accionante alegó la violación a los derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso, derivada del incumplimiento, por parte del juez de segunda instancia –Juez Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas-, del artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, promulgado en fecha 20 de enero de 1999, el cual establece para el procedimiento en segunda instancia de los juicios de estabilidad laboral lo siguiente:

 


“Articulo 59: Procedimiento en segunda instancia. A los expedientes recibidos en el Tribunal Superior del Trabajo por apelación de fallos de primera instancia, se les dará entrada, se fijará un lapso de ocho (8) días hábiles para constituir asociados, promover y evacuar las pruebas procedentes en segunda instancia, según el Código de Procedimiento Civil, e instruir de oficio las que crea convenientes el Tribunal. Vencido este lapso, las partes presentarán los informes y se sentenciará dentro de los quince (15) días hábiles siguientes, sin que sea admisible el recurso de casación contra esta sentencia”.

 

 


Ahora bien, esta Sala Constitucional, en un caso similar al de autos, dejó por sentado lo siguiente:

 

“...es definitivamente una violación al derecho a la defensa y al debido proceso obviar procedimientos judiciales establecidos por la legislación. Sin embargo, es necesario que dicha legislación que regula tal procedimiento judicial no adolezca de vicios de inconstitucionalidad.

 

De acuerdo a lo anterior, el ordinal 24º del artículo 136 de la Constitución de Venezuela de 1961 reservaba al Poder Nacional la competencia para legislar en cuanto a procedimientos se refiere. Asimismo, el artículo 139 de la misma Constitución reservaba al Congreso Nacional legislar sobre las materias de la competencia nacional, es decir aquéllas incluidas en el artículo 136 antes indicado. La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela mantiene el mismo criterio en el ordinal 32º del artículo 156 en concordancia con el ordinal 1º del artículo 187. En este sentido, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo establece normas procedimentales diferentes a las establecidas en la ley de la materia. Por lo demás, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo es evidentemente violatorio del artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo. Este último artículo reza así:

 
“Artículo 122.- La sentencia del Tribunal Superior deberá decidir sobre el fondo de la causa, y declarar con o sin lugar la solicitud de reenganche y el pago de los salarios caídos”.

 

De lo expuesto se evidencia que la intención del Legislador fue que el procedimiento de segunda instancia operase de forma expedita sin incidencias ni interferencias de ninguna naturaleza. Por tal razón, expresamente se señala en dicho dispositivo que el tribunal superior deberá decidir sobre el fondo de la causa, es decir, no se previó en la ley –instrumento único en el cual podía haberse previsto en virtud del principio de la reserva legal en materia de procedimientos establecido en la Constitución- lapsos probatorios, derecho a designar jueces asociados, lapso para informe ni ningunas otras incidencias judiciales.

 

En consecuencia, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo no podía innovar y crear en ninguna forma un procedimiento en segunda instancia para lo cual ni siquiera se encontraba autorizado por la Ley. No se trata, por consiguiente, de un reglamento complementario de la Ley, sino por el contrario, una norma (artículo 59) absolutamente innovativa, que contradice el espíritu, propósito y razón del artículo 122 de la Ley y, por las razones ya explicadas, es decir, dado que la materia relativa a los procedimientos es de la reserva legal, de conformidad con el artículo 136, numeral 24 de la Constitución de 1961, en concordancia con el artículo 139, esta norma colide con la Constitución. En virtud de lo anterior y dado que el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo resulta inaplicable dado el vicio de inconstitucionalidad en que incurrió, resulta obvio que es imposible fundamentar una acción de amparo en una norma que contradice el Texto Fundamental”. (Sentencia de fecha 23 de mayo de 2000, Caso: FORAMER DE VENEZUELA, C.A.).

 

 

El criterio expuesto por esta Sala en el fallo antes transcrito, es motivo suficiente para declarar la improcedencia de la acción de amparo incoada, por cuanto su fundamentación escapa de los requisitos esenciales que el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales exige para la procedencia del amparo contra decisiones judiciales, al no presentar los autos cuestionados de forma alguna, vicios de usurpación de funciones ni de abuso de autoridad. Por tanto, dicha acción debe ser desestimada, sin necesidad de tramitar el respectivo proceso. Así se declara.

 

IV

DECISIÓN

 

Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE la acción de amparo constitucional interpuesta por el abogado Luis Alfredo Venot Quijada, actuando con el carácter de apoderado judicial de la firma UNIDAD EDUCATIVA CIMIENTOS, contra los autos dictados en fechas 1º y 6 de diciembre de 1999 por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas.

Publíquese, regístrese y archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los   02   días del mes de NOVIEMBRE   del año dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

 

El Presidente,

 

IVÁN RINCÓN URDANETA                




                El Vicepresidente,

 




                       JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

Los Magistrados,

HÉCTOR PEÑA TORRELLES                                                               JOSÉ M. DELGADO OCANDO 

 






                                                     Ponente

 

 

 

MOISÉS A. TROCONIS VILLARREAL

 

 

El Secretario,

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

 

JMDO/ns.-
Exp. nº 00-0789

 

 

Quien suscribe, Magistrado Héctor Peña Torrelles, salva su voto por disentir de sus colegas en el fallo que antecede, que asumió la competencia de la acción de amparo constitucional, ejercida contra una decisión judicial.  Las razones por las cuales me aparto de la decisión de la mayoría son las mismas que he sostenido reiteradamente, desde las sentencias dictadas el 20 de enero de 2000 (Casos: Domingo Ramírez Monja y Emery Mata Millán), por considerar que no existe en la Constitución de 1999 ninguna norma que atribuya a esta Sala competencia para conocer de las acciones de amparo contra decisiones judiciales, interpuestas de conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. 

En efecto, atendiendo al contenido del citado artículo 4, se observa que   la referida norma es precisa al indicar que dicha acción se debe interponer   “... por ante un Tribunal Superior al que emitió el pronunciamiento”. Ahora bien, cuando dicho artículo alude a los "Tribunales Superiores", no se refiere necesariamente al Tribunal de Alzada, sino a un tribunal jerárquicamente superior dentro de la organización de los tribunales de la República con competencia en la materia afín a la relación jurídica dentro de la cual ocurrió la presunta violación de derechos constitucionales, tal como lo entendió tanto la doctrina como la jurisprudencia patria, atendiendo al hecho de que la especialización de los tribunales contribuye a las soluciones más idóneas y eficaces en cada caso. De allí que, estima el disidente, el criterio de la afinidad de los derechos o garantías constitucionales se debió mantener igualmente entre las distintas Salas del Tribunal Supremo de Justicia, adecuándose a las competencias de las nuevas Salas, atendiendo al ámbito de las relaciones jurídicas donde surgieron las presuntas violaciones constitucionales, correspondiendo el conocimiento a aquella Sala cuyo ámbito material de competencia sea análogo a la relación jurídica involucrada (administrativa, civil, penal, laboral, agraria, electoral, mercantil, etc.). 

La modificación de las competencias realizada por la mayoría sentenciadora, constituye -a juicio de quien disiente- una alteración del régimen procesal previsto en la Ley Orgánica de Amparo, materia ésta (legislación procesal) que es de la estricta reserva legal, por estar atribuida al Poder Legislativo Nacional, de conformidad con el numeral 32 del artículo 156 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Por lo anterior,  estima el disidente, que esta Sala Constitucional no debió asumir la competencia en la acción de amparo constitucional interpuesta, sino declinar el conocimiento de la causa en la Sala correspondiente de este Tribunal Supremo de Justicia. 

Queda así expresado el criterio del Magistrado disidente.

En Caracas,  fecha  ut-supra.
El Presidente,

 

Iván Rincón Urdaneta

                                                                                                         El Vice-Presidente,

 

 






Jesús Eduardo Cabrera Romero
 

Magistrados,

 

Héctor Peña Torrelles


Disidente

 








José M. Delgado Ocando

 

 

 

Moisés A. Troconis Villarreal

                                                                                                    El Secretario,

 

 

 






José Leonardo Requena Cabello

 

Exp.- 00-0789

HPT/mcm

 

 

 

Quien suscribe, Magistrado Moisés A. Troconis Villarreal, visto el tenor de la sentencia que antecede, salva su voto en los términos siguientes:

 

I. I.      Según la Sala, cuando la acción de amparo constitucional es manifiestamente improcedente, puede ser desestimada de plano, sin necesidad de tramitar el respectivo proceso.

 

II. II.     A juicio de quien suscribe, el proceso de amparo constitucional se halla regido también por los principios de igualdad ante la ley, defensa y contradictorio, de modo que el juicio sobre el fundamento de la pretensión de amparo y, por tanto, sobre su procedencia, no puede pronunciarse sin el trámite previo de un proceso en el cual tanto el accionante como su contraparte tengan la posibilidad de hacer efectivos los citados principios.

La exigencia que antecede se hace aún mayor si se considera que, en la nueva Constitución de la República (artículo 27), fue suprimida la sumariedad del procedimiento correspondiente a la acción de amparo constitucional. 

Por otra parte, vista la amplitud de la garantía constitucional de acceso a la Jurisdicción, la posibilidad de desestimar in limine litis el fundamento de la pretensión de amparo constitucional impone la existencia de una disposición normativa que la autorice; sin embargo, no existe una disposición semejante.

Finalmente, el juzgamiento in limine litis de la Sala, por recaer sobre el mérito, se halla provisto de la autoridad de la cosa juzgada y, en consecuencia, sin el trámite previo del proceso correspondiente, la decisión se hará inmutable y el presunto ilícito constitucional no podrá ser juzgado de nuevo, con el consiguiente perjuicio para la víctima de la presunta lesión.

 

III. III.   Por las razones expuestas, quien suscribe disiente respetuosamente de la tesis que sostiene la Sala, vista su incompatibilidad con la orientación del orden constitucional e internacional en materia de derechos fundamentales de alcance procesal. 

 

El Presidente,

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA

 

 

El Vicepresidente,

 

 

JESÚS EDUARDO CABRERA

 

Magistrados:

 

 

HECTOR PEÑA TORRELLES                       JOSÉ M. DELGADO OCANDO

 

 

MOISÉS A. TROCONIS VILLARREAL

Magistrado - Disidente

 

El Secretario,

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

MATV/sn.-

Exp. Nº 00.0789.-

 

 

 

 

 

